
lan que el número de puestos en
ese mismo lapso avanzó en 129
mil, un alza del 11,6%. “Ambos
datos (Dipres e INE) se mues-
tran bastante alineados en cuan-
to al incremento de empleo pú-
blico, a pesar de sus diferencias
metodológicas”, concluye.

En el conteo de la Dipres, ya
sea para Gobierno Central como
para “sector público”, se excluye
al personal de Fuerzas Armadas
y de Orden.

Asimismo, el informe de la Di-
pres para el sector público se ela-
bora con cifras que reporta cada
institución. Según algunos espe-
cialistas, el origen de ese dato
—el autorreporte— podría estar
detrás de una “inflación” de
puestos (ver recuadro).

En su reporte, la Dipres calcu-
la que entre marzo de 2014 y
septiembre de 2024, el “empleo
en el Gobierno Central ha pre-
sentado un crecimiento anuali-

zado de 5,4% (acumulado de
74,4%)”. Sería menor si se exclu-
ye el traspaso de empleos a los
servicios locales de educación
(SLE) y los servicios de salud.
Consultada la Dipres para ma-
yor precisión, responde: “Son
efectos acumulados. Por lo tan-
to, aun cuando existan efectos
transitorios, existen
efectos permanen-
tes asociados al in-
c remento de l a s
prestaciones de ser-
vicios públicos a
través del tiempo,
p o r e j e m p l o , l a
prestación de servi-
cios de salud —que
incluye la creación
de nuevos hospita-
les y otras instala-
ciones de salud—,
educacionales, etc.
A esto se suma el
efecto acumulativo del traspaso
gradual de personal de estable-
cimientos educativos municipa-
les a los SLEP”.

El Estado

“El aumento del sector públi-
co es un fenómeno que está en el
ADN del Estado y es indepen-
diente del gobierno de turno”,
reflexiona Elisa Cabezón, direc-
tora de Evidencia de Pivotes. La
especialista mira más atrás: des-

de 2006 el gasto en personal del
Gobierno General trepa a un
mayor ritmo que el crecimiento
de la economía (representaba el
4,6% del PIB en 2006 y llegó al
7,1% en 2023). “Este aumento ha
sido transversal a todos los sig-
nos políticos que han llegado al
Poder Ejecutivo”, menciona Ca-

bezón.
Desde Pivotes

proponen “refor-
mar el régimen de
empleo público pa-
ra que tenga un es-
tatuto único, con
reglas claras y sen-
cillas, que regule la
contratación, pro-
moción y desvincu-
lación de los funcio-
narios en base a su
desempeño y méri-
to”.

Matías Acevedo
dibuja un esquema similar. Co-
mo mecanismo que además con-
tribuya a la reducción del déficit
fiscal al 2029, recomienda con-
gelar la dotación del personal
público del Gobierno Central,
con cuotas para llenar en servi-
cios críticos como seguridad, sa-
lud y educación. “Los funciona-
rios que van jubilando no se de-
berían reemplazar, y en vez de
nuevas entradas en el resto de
los servicios, se debería promo-
ver la movilidad”, comenta.

Al analizar cifras oficiales entre diciembre 2022 y septiembre 2024:

Gobierno Central tiene 28 mil empleos más, pero
en todo el sector público hay 100 mil puestos extras

Una de las principales metas
que persigue la reforma de pen-
siones que aprobó el Congreso
es fomentar una mayor compe-
tencia en el sistema previsional,
con el fin último de reducir las
comisiones por administración.

El mayor cambio en este senti-
do es la autorización de nuevos
actores a participar de la inver-
sión de los fondos, que hoy recae
exclusivamente en las AFP. Po-
drán participar Administrado-
ras Generales de Fondos (AGF)
no bancarias, cajas de compen-
sación o cooperativas. Si bien en
el mercado ya se observa con in-
terés la posible participación en
esta industria, también hay ne-
cesidad por saber la definición
precisa de normas como el régi-
men de inversión o las bases de
la licitación de afiliados.

Los equilibrios

Un incentivo al ingreso de
nuevos actores es la reducción
del encaje que hoy deben man-
tener las AFP. El encaje corres-

ponde al porcentaje de recursos
propios que cada administra-
dora debe invertir en los mis-
mos fondos que gestiona de los
trabajadores. La reforma lo re-
duce desde un monto equiva-
lente al 1% de sus activos bajo
administración, al 30% de sus
ingresos anuales por el cobro de

comisiones.
El economista Salvador Val-

dés, senior fellow en la Escuela de
Negocios UAI, sostiene que, pe-
se a esta rebaja, “la nueva ley es-
tablece un marco equilibrado de
barreras a la entrada, reducien-
do las barreras excesivas pero
sin caer en una facilidad excesi-

va tampoco”. Menciona, por
ejemplo, que el encaje exigido si-
gue siendo mucho más alto de lo
que era en los albores del siste-
ma, en 1990, cuando el 1% de to-
dos los activos en los fondos de
pensiones sumados era de solo
unos US$ 157 millones.

En este sentido, aunque los in-
centivos apuntan a fortalecer el
ingreso de nuevos actores, las
exigencias siguen siendo rele-
vantes y no cualquier entidad
puede cumplir con los requisi-
tos. Valdés detalla que la ley exi-
ge un capital mínimo de US$ 2
millones, pero la licitación para
adquirir hasta el 10% del stock de
afiliados del sistema —funda-
mental para el ingreso de nue-
vos actores— puede imponer
barreras adicionales. “Como re-
ferencia, recordemos que en las
subastas de la Administradora
de Fondos de Cesantía (AFC) de
2011 y de 2021, la Superinten-
dencia de Pensiones exigió bole-
tas por 400 mil UF (cerca de US$
16 millones)”, detalla.

Desde el punto de vista opera-
tivo, fuentes familiarizadas con
el funcionamiento de la indus-
tria también señalan que no to-
das las AGF cuentan con la expe-
riencia para gestionar el volu-
men y la diversidad de activos
que actualmente manejan las
AFP, y que probablemente las

más “grandes” del mercado son
las que pueden calzar con el per-
fil. Asimismo, mencionan que la
parte operativa de las funciones
de soporte implica un reto. 

La ley autoriza al Instituto de
Previsión Social (IPS) a prestar
estos servicios, pero todavía no
están claras sus tarifas para esta
prestación, que deben basarse en
un estudio externo de costos.
Los conocedores en la materia
también señalan que existe des-
confianza en la industria sobre el
hecho de compartir información
comercial sensible con el IPS.

Actualmente, si bien ya existe
la posibilidad de subcontratar
estos servicios, solo AFP Mode-
lo lo hace, a través de Sonda, con
el cual comparte controlador. 

Primeros interesados

“El Mercurio” consultó a va-
rias AGF locales sobre su inte-
rés en la inversión de fondos de
pensiones, pero todas optaron
por no hacer comentarios. En
este sector, una de las que ya

manifestaron su intención de
evaluar su participación es Fin-
tual, aunque también aclaró
que la decisión pasa por la defi-
nición precisa de la normativa,
que está en su primera etapa de
implementación.

Una posición similar plantea-
ron desde el mundo de las coo-
perativas. El gerente general de
Coopeuch, Rodrigo Silva, seña-
ló a este medio que “habiendo
una oportunidad legal, la vamos
a estudiar con el objetivo de de-
terminar cómo podemos apor-
tar valor y mejorar las opciones
disponibles para los pensiona-
dos en Chile”. Menciona que ya
han desarrollado productos en-
focados en este segmento, pero
que la decisión de participar
“depende de varios factores, en-
tre ellos, de cómo quede la nor-
mativa finalmente”.

Respecto de las cajas de com-
pensación, fuentes que conocen
su funcionamiento señalan que
son lejanas a la gestión de inver-
siones en la magnitud que impli-
can los fondos de pensiones. 

Objetivo central de la reforma de pensiones:

Los actores que ya analizan 
la fórmula que pretende sumar 
más competencia a las AFP 

Un encaje reducido y la licitación de afiliados favorecen la
entrada de nuevos actores, pero el capital mínimo, la gestión de
activos y los desafíos operativos asoman como retos.

JOAQUÍN AGUILERA R. 

La reforma autoriza a entidades como AGF no bancarias, cajas de com-
pensación y cooperativas a competir por la inversión de los fondos de pensio-
nes con las AFP. 
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n Exactitud de datos “recae en
las instituciones que reportan”
La Dirección de Presupuestos (Dipres) plantea a este medio que la

información sobre el segmento “Sector público” se origina en el artículo
70 de la Ley 21.306.

“El proceso de revisión de los datos (...) no contempla normas es-
trictas para la entrega de información y enfrenta ciertas limitaciones
para realizar una validación exhaustiva de los datos proporcionados.
Por lo tanto, tal como lo establece el inciso quinto del mencionado
artículo, la responsabilidad principal de asegurar la exactitud y veraci-
dad de la información recae en las instituciones que la reportan”.

Respecto de los 929.552 cargos del personal disponible para el
sector público, Dipres plantea que “corresponden a las cifras con las
que se contaba al momento de elaborar el informe. No obstante, todas
las cifras se encuentran sujetas a corrección, las que tienen como
origen el cambio en la información histórica reportada por las institu-
ciones, mejoras en la metodología de contabilización, entre otras”.

POR GÉNERO
Según Dipres, a

septiembre de 2024
“son 304.040 cargos
los desempeñados por

mujeres (63,3% del
total), 175.942 por

hombres (36,7% del
total) y 4 cargos

desempeñados por
personal no binario

(0,0%)”.

‘‘Hoy hay 23
empleados públicos por
cada 100 empleados
privados, el mayor ratio
en los últimos 20 años.
Esta es una mala señal
para nuestro mercado
laboral”.
................................................................

ELISA CABEZÓN
ECONOMISTA PIVOTES

‘‘En el período
diciembre 2022 a
septiembre 2024 el alza
es de casi 100 mil, según
este registro
administrativo (personal
del sector público)”.
................................................................

JUAN BRAVO
ECONOMISTA UDP

Tras meses de
escrutinio a los
errores de la Di-
rección de Presu-
puestos (Dipres),
este jueves la direc-
tora de esa entidad,
Javiera Martínez,
emplazó a que el de-
bate público se haga
sobre la base de “ci-
fras reales, que ade-
más son transparen-
tes y de fácil acceso”.
En una carta al director
de “El Mercurio”, Mar-
tínez se enfocó en un
punto específico: si aca-
so ha habido un incre-
mento relevante en el
número de funcionarios
públicos.

“Entre diciembre de
2021 y sept iembre de
2024, que son las últimas
cifras disponibles para ca-
da administración de Go-
bierno Central, la variación
del empleo público en su to-
talidad es de 26.832 perso-
nas. No 100 mil personas”.

Una cosa es el
Gobierno Central...

Hay un componente en la afir-
mación de Martínez que es clave
para entender todo lo que sigue:
la economista habla del número
de funcionarios del Gobierno
Central. Esa categoría corres-
ponde a los poderes Ejecutivo
(los ministerios y servicios pú-
blicos), Legislativo y Judicial. 

“Todas estas cifras son públi-
cas, se dan a conocer trimestral-
mente y están disponibles en la
página web de Dipres”, dijo Mar-
tínez en su carta. Pues bien, el re-
porte más actualizado en esa web
es el “Informe Trimestral de los
Recursos Humanos del Sector
Público”, que indica que a sep-
tiembre de 2024 había 479.986
cargos del personal disponible en
la administración central. La cifra

permanente y 241.834
a una transitoria”.

He allí la sutileza.
Martínez alude en su
carta al Gobierno Cen-
tral, pero el debate po-
lítico se ha extendido
a todos los funciona-
rios relacionados con
el Estado. Eso sería el
“sector público”.

Casi la mitad del
sector público está
compuesta por el
Gobierno o Ad-
m i n i s t r a c i ó n
Central referido
por Martínez. La
o t r a p a r t e l a
conforman las

m u n i c i p a l i d a d e s
(37%), universidades y CFT es-
tatales (6,2%), empresas públi-
cas (5,1%), organismos autóno-
mos (2,8%) y “Otras Institucio-
nes Públicas” (0,1%).

Entre diciembre de 2021y sep-
tiembre de 2024, el aumento del
personal del sector público fue
de 48.205 individuos. ¿Y qué su-
cedió respecto de diciembre de
2022? Juan Bravo, director del
Observatorio del Contexto Eco-
nómico de la UDP, hace el fact-
checking: “Si el período analiza-
do es entre diciembre 2021y sep-
tiembre 2024 el alza de personal
del sector público según Dipres
es de 48 mil, pero en el período
diciembre 2022 a septiembre
2024 el alza es de casi 100 mil
(+12%), según este registro ad-
ministrativo”. 

Estimaciones del INE para el
empleo asalariado del sector pú-
blico, complementa Bravo, seña-

La directora de Presupuestos, Javiera Martínez, desestima un aumento de 100 mil
empleados durante esta gestión. El economista Juan Bravo opina diferente.
EDUARDO OLIVARES C.

Página 52 del informe de
la Dipres sobre los recur-
sos humanos del sector
público, a septiembre de
2024. A esa fecha se
indica que había
929.552 cargos como
personal disponible del
sector público.
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de septiembre para el Gobierno
Central es casi 28 mil superior a
diciembre de 2022.

Matías Acevedo, exdirector
de Presupuestos durante el se-
gundo gobierno de Sebastián Pi-
ñera, concuerda con Martínez en
que “no existen” los 100 mil fun-
cionarios extras. “En lo que de-
pende directamente de la próxi-
ma administración, hay solo 15
mil nuevos”.

... y otra es todo el
sector público

En la página 50 del mismo
informe, la Dipres señala: “A
septiembre de 2024, el perso-
nal disponible en el Sector Pú-
blico alcanzó los 929.552 car-
gos, de los cuales 687.718 co-
rrespondieron a una función

n El dividendo para las AFP por
el menor encaje
La disminución del monto que las AFP deben invertir en sus propios

fondos no solo facilita el ingreso de competidores, sino que también
libera recursos propios para cada administradora.

Salvador Valdés calcula que, en un escenario donde las AFP mantie-
nen sus comisiones, pero pierden una fracción de sus afiliados durante
dos licitaciones consecutivas, el monto liberado en dólares —antes de
impuestos— alcanzaría hasta US$ 504,3 millones en el caso de Habi-
tat, de acuerdo con los datos actualizados hasta septiembre del año
pasado. El mismo cálculo arroja aproximadamente US$ 379 millones
para Provida, US$ 342,6 millones para Capital y US$ 330,4 millones
en el caso de Cuprum.

Después de pagar el impuesto corporativo al mayor valor, Valdés
añade que, probablemente, el exceso de encaje se distribuya en forma
de dividendos a los accionistas. Calcula que dicho dividendo alcanzaría
un precio de hasta $893 por acción en el caso de Provida, $436 en el
caso de Habitat, y $20,2 en el caso de Cuprum. 
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